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I CONSIDERACIONES PREVIAS 
Desde un primer momento parece conveniente señalar que el con-
tenido" y ámbito del llamado "Convenio deSchengen" es algo casi tan 
desconocido entre los ciudadanos como la pequeña localidad luxem-
burguesa que le da nombre, situada en la frontera con Francia y Ale-
mania. Para empezar, diremos que no se trata tealmente de un único 
instrumento internacional, sino de dos, separados por un lustro y, 
sobre todo, por objetivos sensiblemente distintos: el Acuerdo de 
Schengen, de 14 de junio de 1985 (en adelante, el Acuerdo), y 'el 
Convenio para la aplicación del Acuerdo de Schengen, de 19 de junio 
de 1990 (en adelante, el Convenio de Aplicación). 
El ,primero de ellos se firmó originariamente por cinco Estados: 
Bélgica, Alemania, Francia, Luxemburgo y Holanda; Italia se adhi-
rió el 27 de noviembre de 1990 y al año siguiente, el 25 de junio de 
1991, 10 hicieron España y Portugal; Grecia, por su parte, se adhirió 
el 6 de noviembre de 1992. Este Acuerdo para la supresión gradual 
de los controles' en las fronteras comunes, que pone énfasis en que 
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puede ser firmado sin r~serva de .ratitic~ción Ó de aprobación (1), se 
limita a en~nciar, a lólargo de sus 33 artíéu~os, un conjunto de medi-
das concretas que debíari adoptarse a corto plazo' (arts .. 2 a 16), y 
otras medidas (arts. 17 a 27) a largo plazo; que no son sino deside-
rata sin eficacia práctica, 10 que naturalmente demandaba ,otro texto 
dOJl.de se concretaran las medidas precisas. Es decir, que el Acuerdo 
. c~íade los instrumentos .necesari!-,>s para hacer efectiva~ su.s previ-
SIOnes, que deberían haberse cumplido eIi su totalidad el 1 de enero 
de 1990 (alt. 30); de aquí que pueda calificarse con acierto como 
'"tratado·marco" (2), o cOmO una suette de. norma prograilla. 
. Ante tal estado de cosas, los cinco Estados signataÍios del Acuer-
do de 1985 apreciaron la necesidad de aprobar un nuevo Instrumento 
que contuviera los mecanismos precisos para poner. eh práctica las 
medidas de supresión gradual de los controles fronterizos. Así se 
firmó el Convenio de Aplicación, con 142 artículos de entendimiento 
ci~~ente. difícil, y' una gran complejidad en su estructura y en las 
matenas que regula, al que se SUmaron los restantes Estados. 
Este Convenio de Aplicación va mucho más. allá de una mera 
deClaración de principios, como se pone de manifiesto por las dificul-
tades de todo orden que se han advertido hasta los recientes balbuceos 
de su.entrada en funcionamiento, nada menos que cinco años después 
de su firma, y habiendo quedado en el éamino tanto Italia como Gre-
cia; en estos países los Instnunentos Schéngen no son de aplicación. 
Las causas de las .demoráshan sido muy variadas: de un lado', la 
permisividad holandesa en materia de estupefacientes; de otro lado, 
las dudas de Luxemburgo porque pudiéra verse afectado su sistema 
fiscal; en tercer lugar, los problemas derivados de la unificación ale-
mana, y la inclusión de la antigua RDÁ en el espacio Schengen; en 
c~arto lugar, las reservas de Holanda, sobre todo, y también de Bél-
gIca, respecto de las consecuencias del Acuerdo sobre el derecho de 
asilo;' en quinto lugar, las sucesivas adhesiones de Italia, de España 
y Portugal y luego de Grecia. (3); y, finalmente, las 'dificultades por 
,(1) Cfr. JIMENEZ DE PARGA MASEDA, P., El derecho a la libre circula-
ciónde las personasfísica~ én la Europa comJnitaria, Madri'd, 1994, pág. 135. 
(2) Cfr. DE MIGUEL ZARAGOZA, La cooperación judicial en los Pactos 
de Schengf!n, en "NoticiaS CEp:", 1992, pág. 73. ' 
, (3) Cfr. F. JuLIEN-LAFERRIE, L'Europe de Sche~geÍl: de la disparition 
des frontieres aux transfer:ts des controles, en "Actualité législative Dalloz", 1992, 
cuaderno 13 0 , pág. 125. . 
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problemas internos de algunos Estados,' como se advirtió en el 
Informe de la Comisión de control del Senado francés de 18 de 
dicieinbre de 1991, a pesar de que el Sistema de Información de 
Schengen está instalado en Estrasburgo, o en el dictamen'del"Consejo 
'de Estado holandés de 8 de abril de 1991, que recomeridóla no rati':, 
ficadón del Convenio de Aplicación. . 
. Por consiguiente, quede claro desde un principio que la nOJ;mativa 
Schengen se compone de dos textos, siendo el· Convenio de Aplica-
dón el que contiene las concretas disposiciones para poner en tUn-
. cionamiento un espacio interior común sin controles fronterizos.' 
Parece conveniente señalar también que la normativa Schengen se' 
aplica en la actualidad en "dos velocidades~': sé encuentra en vigor 
des~e el 26 de marzo de 1995 en siete Estados de la Unión Europea: 
Alemania, Bél§.Íca, España, Francia, Holanda, Luxemburgo y Portu-
gal (4). Y queOan por el momento fuera los otros dos signatarios: 
Grecia e Italia. Por su parte Austria asiste a las reuniones del Grupo 
como observadora y han solicitado estar presentes Dinamarca y Sue-
cia; también han pedido asistir otros dos Estados que no están inte~ 
grados en la 'Unión-Europea: Noruega e Islandia. 
En otro orden de cosas, la construcción de la llamada Europa de 
Schengen ha estado rodeada, desde siempre, de un absoluto herme-. 
tismo, 10 que ha provocado no pocas y explicables suspicacias (5), 
máxime cuando se húbo de pedir la ratificación o aptobación a pos-
teriori del Convenio de Aplicación (6) por los parlamentos naciona-
les, advirtiéndose 'en no pocas ocasiones del déficit democrático de 
todo 10 que en el seno del Grupo de Schengen se viene fraguando. 
Los parlamentarios denunciaron que no habían tenido en su momento 
(4) Lo que no impide que Francia haya hech<\uso desde ell de julio de este 
año de la previsión del arto 2.2 del Convenio de apücación, restableciendo los con-
troles.en sus fronteras interiores del "eSpacio común". Esta decisión unilateral, por 
razones de orden público o de seguridad nacional, parece que no cUmple lo previsto 
en la norma, que se refiere a un "periodo limitado", pues si bien tiene feCha de ini-
cio, no se ha fijado sin embargo el momento final. 
(5) El propio Parlamento europeo aprobó sendas resoluciones en 1987 Y 
1989 contra el diseño de una poütica común en materia de asilo sin ser consultado, 
y la segunda precisamente pedía a los Estados que no suscribieran, el Convenio de 
Aplicación del Acuerdo deSchengen que se_ estaba negociando pór los efectos que 
iba a tener sobre el derecho de asilo. . . ' 
(6) En España también se pidió también la apro,bación parlamentaria respec-
to del Acuerdo, por la vía del arto 94.1 CE. . 
, ' 
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nO' ya intervención en la elabO'ración de lO's Instrumentos sO'bre lO's 
que debían prO'nunciarse, sinO' ni' siquiera suficiente infO'rmación 
sO'bre las posibilidades practicas de su aplicación y lO's peligrO'sque 
potencialmente, encerraban, nisO'bre la estructura y poderes de la 
O'rganizacióIÍ (7). . 
En'general,tantO' l~ negociaciO'nes cO'mO' las propuestas y lO'stex-
tO'shán circuladO' y se han desarrO'lladO' dentm de un gran secretismO', 
.cO'mO' si se tratara de medidas de pura ejecución material, O' de medi-
das me.ramente técnicas, O' de dispO'siciO'nes para la cO'O'peración de 
cuerpO's pO'ijciales, de aplicaciónsO'lamente a ellO's y a lO's funciona· 
riO's de aduanas ... , cuandO' realmente las nO'rmas de Schengen afectan 
de ínodO' directO' y en primera persO'na a tO'dO's lO's ciudadanO's. 
11 EL CONTENIDO DEL CONVENIO DE ,SCHENGEN y SU RELACION CON 
EL.TRATADO DE LA UNION EUROPEA ' 
. CO'mO' se ácaba de señalar, el Convehio de' ~plicación es un textO' 
enO'rmemente cO'mplejO', fragmentariO' y mal estructuradO', que englO'-
ba de un mO'dO' desO'rdenadO' materias muy diferentes. Desde luegO', 
exce.de. de unas simples medidas administrativas y pO'liCiales para 
supnrnrr lO's contrO'les en lasfrO'nteras interiO'res de lO's países dO'nde 
se aplica. .' , 
El Convenio de Apliéación regula, eso sí, materias encaminadas al 
O'bjetivO' final de la creación del espaciO' interiO'r sincO'ntrO'les frO'nte-
rizO's; sO'n materias muy diversas y se abO'rda .tantO' .el cruce de las 
frO'nteras interiO'res cO'mO' el de las frO'nteras exteriO'res; se establecen 
n~rmas cO'munes, de visadO's, y cO'ndiciO'nes de circulación y O'tO'rga- . 
mIentO' de permisO'sde residencia a extranjeros; se determinan lO's 
deberes de lO'sEstadO's.en relación cO'n las solicitudes de asilO'. 
En él últimO' títulO' se regula prolijamente. elUaniadO' Sistema de 
Información de Schengen (en adelante, SIS), cO'n lO's requisitO's de 
explO'tación de IO's datO's y de protección del ficherO'. .. 
. PO'r Sl,l parte, dentrO' 'd~l títulO' segundO', referidO' a pO'licía y segu-
ndad, el Convenio de Aplicación contiene dispO'siciO'nes específicas 
• (7) Cfr. Infol]lle d~ la Comisión de Control del Senado francés creada para 
analizar la puesta en marcha y el funcionamiento del Convenio de Aplicación, de la 
que fue ponente el Sr. DE VILLEPIN, publicado en Boletín de Derecho .de las 
Comunidades Europeas, 1991"n° 36, págs, 167 y ss, . 
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sO'bre cO'O'peración pO'licial, perO' también sobre tránsitO' de estupefa-
cientes y armas y municiO'nes, así cO'mO', ~cladO' cO'ntodasesas 
materias, nO'tInas rela:tivas a la cO'O'peración Judicial. 
pe tO'dO's mO'dos, es de hacer nO'tar que tO'das 'las nO'rmas de 
Schengen--sO'n nO'rmas secundarias O' dependientes,nO'rmas de segun-
dO' gradO', en la medida en que·reconO'cen y respetan cO'mO' de superior 
rangO' las emanadas de la U9ión Europea (el arto 134 del Convenio {fe 
Aplicación previene que sus dispO'siciO'nes sólO' serán aplicables ntm 
la medida en que sean cO'mpatibles cO'nel DerechO' cO'munitariO''')(8). 
PO'r O'trO' lado, en lO' que hace a lO's principales aspectO's de la 
cO'O'peración judicial, se trata de nO'rmas complementado ras, ya que 
pretenden integrar O' mejO'rar O'tr~ InstrumentO's' internaciO'nales 
aprO'badO's en el ámbitO' del CO'nsejO' . de Europa, cO'mO' el CO'nvenio 
EurO'peO' de Asistencia Judicial en materia penal (según ~e establece 
en el árt. 48), el CO'nveniO' EurO'peO' de Extradición (cO'mO' se dispO'-
ne en el arto 59), O' el CO'nveniO' del CO'nsejo d~ Europa sO'bre trasla-
dO' de persO'nas cO'ndenadas (así, el arto 67) (9) . 
Sin embargO', la primacía q priO'ridad~del DerechO' cO'munitario nO' 
nO's puede inducir a creer que la Europa de Schengen tiene algún 
género de dependencia O' de vinculación O'rgánica cO'n la Unión EurO'-
pea, ni siquiera después de Maastricht. Schengen es una O'rganización 
intergubernament~l na siete" sin previsión alguna de "cO'munitarizar-
se" pO'r el mO'mentO' y, pO'r tantO', ajena a lO's mecanismO's de la Unión 
(10), incluídO' el Tribunal de Justicia:, aun cuandO' a pO'steriO'ri, en el 
TratadO' de la Unión EurO'pea, se vinO' a recO'nO'cer implícitamente ya 
admitir su existencia (art. K.7) (H). 
(8) También se respeta lá Convención de Ginebra relativa 'al estatuto de los 
refugiados de modo que, como se dice en el arto 136 del Convenio de Aplicación, 
sus disposiciones se aplican sin perjuicio de la Convención de Ginebra, 
(9) O bien comprometiéndose a a~optar las medidas necesarills para preve-
nir y reprimir el tráfico ilícito de estupefacientes, de conformIdad con los convenios 
existentes de las Naciones Unidas, según el arto 71 del Convenio de Aplicación, 
(lQ) Sobre los problemas de la opción por un procedimiento intergubema-
, mental al margen de los Tratados vid. JIMENEZ DE PARGA ,MASEDA, El dere-
cho a la libre circulación o", cit, págs, 119 y ss, 
(O) En este precepto, dentro de las disposiciones relativas a la cooperación en 
, los ámbitos de la Justicia y de los asuntos dé Interior, se establece que "las disposicio-
. nes del presente Título no serán óbice para la ihstitución o el desarrollo de una coope-
ración más estrecha e~tre dos o más Estados miembros, en la medida en que dicha 
cooperáción no contravenga ni 'obstaculice la que se contempla en el presente Título", 
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Incluso el más "yisible" de los mecanismos respectiv.os en .coope-
. raci~n,.' la cooperaci_ policial, está absolutamente alejada,· pues' 
mientras Schengen' opera a base de la intervención directa de la poli-
cía "interesada" y del S~S, que no es más que un banco 'de datQs, la 
UnióIlEuIupea ha .Creado EUROPOL' (art. K.l.9 del TUE), que se 
debe; convertir, una vez se publique' el Convenio sobre ,la misma, 
.@proOOdo en junio <le 1995, en una célula única, situada en La Haya, 
compuesta por oficiales dé enlace de los "quince", llamada a elaborar 
información a requerimie~to de las'policías nacionales. 
. En resumen, cabe decir que Schengen representa, una vez que haya 
entrado en vigor, la creacióIi de un ámbito espacial que se extiende al 
territorio europeo de siete países de la Unión (recuérdese que se 
exc,luyen los teÍritorios de ultramar tanto franceses como holandeses), 
que por encima de los .Instrumentos de Schengeil se definen integran-
'tes de la: Unión Europea. 
. En éste territorio se instauran unoS estrictos controles en sus fron-
'teras exteriores, y se adopt:a:una política común en materia de asilo y 
de visados, con la finalidad de abrir el espacio interior a la libre cir-
culación de personas, pero estableciendo al propio tiempo instrumen-
tos que permitan en el interior salvaguardar la lucha contra la inmi-
gración clandestina y la criminalidad, para lo cúal sec:rea el SIS y se 
aprueban.otras medidas que pretenden agilizar tanto la labor policial 
como la cooperación judicial (12). . , 
ID LAs MEDIDAS DE INVESTIGACION DE HECHOS DELICTIVOS 
, El Convenio de Aplicación contiene, como se acaba, de decir y 
·resultatJa imprescindible, una serie de medidas que pretenden com-
pensar la desaparicióilde los controles en las fronteras interiores del 
espacio Schengen; se trata con ellas'de evitar que la libre ciÍ'culación 
de personas pudiera llegar a convertirse en un sencillo mecanismo al 
servicio de los delincuentes para conseguir la impunidad, poniéndose 
(12) No se comparte por excesiva la observación de JULIEN-LAFERRIERE, 
cit., pág. 126 de que, en algún sentido estamos asistiendo a la puesta en marcha de 
una nueva entidad que está llamada a su~tituir progresivamente en algunos aspectos 
a los Estados miembros. Considero que el alcance de Schengen es, por el momento, 
'mucho~ás modesto de modo que no puede asprrarse a sustituir función estatal algu-
na con los instrumentos Í1ormativos con que se cuenta. 
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. a buen recaudo en otro Estado al traspasar uria frontera ,sin controlo, 
al menos, dificultandoenonnemente con la hUida del lugar donde se 
cometió el delito tanto la investigación como la persecución penal. . 
El objeto del presente análisis de los Instrumentos Schengen se 
centra exclusivamente en lo relativo' a la justicia penal, incluso en la' 
fase preprocesa!. Por consiguiente, partimos de la comisión de un 
hecho delictivo con repercusiones en varios Estados de la Europa 
Schengen, bien pt>r<iue sea preciso investigar en otro país los hechos, 
bien porque sea nec~s~o detener y entregar al inculpado al Estado 
donde el delito se cometió, bien porque deban practicarse en el 
extranjero determinadas diligencias procesales, bien porque se pre-
tendá el cumplimiento de -la pena en otro Estado. 
IV , LA ASISTENCIA POLICIAL 
La primera medida de cooperación policial que el Convenio de 
Aplicación contiene es la de asistencia policial, que se extiende tanto' 
a la prevención de delitos (materia que evidentemente escapa a lo que 
es objeto de estas líneas) (13), como a las actuaciones de investiga-
. ción de hechos delictivos. A este propósito dispone el arto 39.1 que 
«las Pártes contrat,antes se comprometen a que sus servicios de 
policía, resPetando la legislación nacional y dentro de los lí~tes 
de sus competencias, se presten. asistencia para preve~ e investi~ 
gar hechos delictivos, siempre que el Derecho nacional nO reserve 
la solicitud a las autoridades judiciales y que la solicitud misma o 
su ejecución !lo supongan la aplicación de medidas coactivas por 
la Parte contratante requerida. Cuando las autoridades de policía 
requeridas no sean competentes par~ejecutar una solicitud, la 
transmitirán a las autoridades competentes». 
La solicitud de asistencia, dado el ámbito en que se desenvqelve el 
precepto -investigación de delito8-, . habrá de provenir lógicamente 
(13) Esta asistencia en el plano preventivo cabe también prestarla depropiaini-
ciativa de las autoridades, extranjeras, según dispone elart. '46.1: "En casos particula-
res y respetando su legislación nacional, cada Parte contratante podrá comunicar a la 
Parte contratante interesada, sin haber sido invitada a ello, informaciones que puedan 
ser importantes para ésta con el fm de ayudarla a reprimir infracciones futuras, preve-
nir infracciones o prevenir peligros para el orden y la seguridad públicos". 
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de la 'policía de investigación criminal, de la polic.ía judicjal. En 
España la solicitud deberá partir de las Unidades Orgánicas de Policía 
Judicial~ que ~on quienes constitucional y legalmente tienen enco-
mendada la labor de averiguación del ,delito y. ,el descubrimiento y, 
aseguramiento del delincuente (arts. 126 CE Y 29y ss. LO 2/1986). ' 
, La actividad de asistencia a que se refiere el arto 39 del Con-
venio de Aplicación parece que puedeent~nderse en un sentido 
amplio, {:omprensiva de cualquier tipo de medidas, gestiones, dili-
gencias o actuaciones que en el ámbito propio del quehacer policiaL. 
se puedan requerir de estos servicios y se deban realizar en el terri-
torio de ese otro Estado"pero esencialmente se tratará de informa-
, ciones (cfr. arto 39.2). Por consiguiente, COn esta solicitud de asis-
tencia se está demandando una colaboración activa, un hacer con-
, creto por parte de los servicios policiales del Estado requerido, que 
deberá prestarse también por las .unidades competentes: en buena 
lógica,.'las Unidádes de Policía Judicial. 
Esta cooperación y asistencia se concreta en la puesta a disposición 
de los cuerpos policiales de medios técnicos, que también servirán de 
, soporte para las medidas de vigilancia y persecución transfronterizas 
qüe luego se estudian. De este ~odo, el arto 44 del Convenio 'de Apti-
ca'ción prevé el establecimiento a corto plazo, sobre todo en las regio-
nes fronterizas, de líneas telefónicas, radio, télex y otros enlaces 
directos, así como analizar medidas páta hacerlas más eficaces. 
Sin embargo, la asistencia policial encuentra en el precepto dos 
limitaCiones, a saber: la reserva judic;iaI y la aplicación de medidas 
,coactivas. En primer lug~, se excluyen de este mecanismolasmedi-
,<tlaso diligencias que hayait de ser solicitadas precisamente por una 
autoridad judicial, es decir, las peticio~es de cooperación internacio-
nal reservadas a la autoridad judicial, en cuyo caso serán de aplica-
ción los preceptos del capítulo n,rubricado "Asistencia judicial en' 
materia penal". Así pues, habrá que estar a la legislación nacional del 
Estado que pretende la asisfencia: si'1~ ley no encomienda exclusiva-
mente a la autoridad judicial la petición de requerimiento, esto es, si 
guarda silencio sobre el particular o atribuye la facultad de forma 
indistinta tanto a la autoridad judicial como a los servicios de policía, 
éstos podrán con éxito, al amparo del arto 39 del Convenio de Aplica-
ción; cursar la solicitud de asistencia, aún cuando se esté sus'tancian-
do un proceso penal por los hechos a 'que se refiera la petición. 
En España, desde el momento en que se inicia el proceso penal, es 
el Juez de Instrucción quien se hace cargo,y dirige l~ investigación 
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'de 'los hecho~ delictivos (arts.306 y 784 LECrirri), de modo que las 
diligencias que ordene y deban. reálizarse en el, extr~Jer? h~~rán ~e 
ajustarse á las normas establecIdas. para .la co~~eracIOn JUdiCIal, sm 
tener en 'cuenta las relativas a la aSlstenc,la'polIcIal. ' ' 
. Distinta puede ser la consideración del ~inisteri~ Fiscal cuando, 
"en virtúd de lo dispuesto en el arto 785 bIS LECnm, ordene a la 
Policía Jadicialla práctica de diligencias y éstas deb~ hacer~e (~ 
puedan completarse) en el extranjero; en este cas(,>, dados los térmI-
nos del arto 39 del Convenio de Aplicación, cabe sostener que el cum-
plimiento de la orden del fiscal se pueda cumplir re~ti.endo d~~cta­
mente los servicios policiales españoles a los .servICIOS polICIales 
extranjeros una solicitud de asistencia. . , , 
En segundo lugar, no puede utilizarse este mecanismo cuando 
para cumplimentar la solicitud de asistencia la policía tuv!era que 
aplicar medidas coactivas. El Convenio de Aplica<;ión respet~ desde 
luego la legislación nacional, sin que a la policía le" sea dado exce-
derse de los límites de actuación y de las competencIas que sus pro-
pias normas le imponen. Pero, al propio tiemp?,. restringe ~las actua-
ciones policiales a instancia directa de ~~s servIclo~',extranJero.s a l~s 
solos supuestos en que no haya qu~ utIlIzar coac.cIon? } tal ~SPOSI­
ción debe entenderse é:lplicable aun cuando la leglslacIOn nacIOnal le 
pemritiera de propia aut()ridad el empleo de la coacción. 
Por tanto, el arto 39.1 del Convenio de Aplicación excluye de su 
ámbito todas aquellas diligencias que lleven aparejado el uso de la 
fuerza, sea sobre las persorias, sea sobre los bienes. En tales casos 
deberá entrar en juego lo dispuesto en el.último inciso.d~l arto .3?1, 
Y así, por falta de competencia, las autondades de polI~la. remItI~án 
la solicitud a las autoridad competente, que en buena 10gIca sera la 
jud~cial.·. '. 
Lé:l solicitudes de asistencia se remiten por conducto de los servI-
cios 'centrales de cooperación policial internacional, salvo que razo-
nes de urgencia exijan la remisión directa a las ~utorida~es 'policiales 
que hayan de prestarla, ,si bien en este cas? .se mformru;a, SlD de~ora 
al servicio central. Las respuestas a las solICItudes segUlran la mIsma 
vía (art. 39.3 del.Convenio de Aplicación). . 
Es de hacer notar que la asistencia policial' p¡,rra la investigación 
de hechos delictivo's no se establece en supuestos tasados, de donde 
hay que entender que abarca cualquier delito. El problema puede 
venir entonces, ante la falta de una legislación penal uniforme, de lé:l 
diferente consideración que un IilÍsmo hecho tenga en el derecho 
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interno de los Estad~ reqUirente y requerido. Sin embargo, ala vista 
de la amplitud con que viene concebido él mecanismo del arto 39 del 
Convenio de Ap#cación, Y4e la clara voluntad de ampliar la colabo-
. ración y, la asistencia, es posible sosten'er que ni los servicios centra-
le~ de c?Opera~ión policial internacional ni ~osfuncionarios de p<)li-
cía a qwenes direc~nte se remitiera la solicitud, viénen obligados 
a exartrin~la y decidir en Derécho sobre la cuestión (14). Por tanto, 
s~ ,la, solicitud policial" de a:~stehcia aparece fundada eh la investiga-
cIón de un hecho que es delictivo en el Estado requirente, las autori-
dades policiales requeridas deben cumplimentarla de acuerdo con 10 
dispuesto en el arto 39. , 
. Como es lógico, el resultado de la asistencia prestada será trans-
~tido a los servicios de policí~'que la solicitaron para el escláreci-
mIento y sanción ~de los hechos delictivos de que' se trataba. Por 
tanto, la policía requirente podrá manejar, a los fines pretendidos, 
, todo aquello que se le proporcione por la coopera,ción de los servi-
cios extranjeros, pero con una importante limitación: las informa-
ciones escritas como medio de prueba en el proceso penal sólo se 
p~drán utilizar con el previo consentimiento de las autoridades judi-
CIales delEst~do que la facilitó (art. 39.2 del Convenio de 
Aplicación) '(15). 
v , LA VIGILANCIA TRANSFRONTÉluzA 
El arto 40 del Convenio de Aplicación regula una forma de coope-
ración pasiva entre los Estados de -Schengen en la investigación· de 
hechos delictivos, consistente en permitir que se realicen dentro de su 
territorio actividades de vigilancia por parte de agentes extranjeros, . 
,aunque también puede solici.tarse que se encomiende la observación 
a agentes del Estado donde tiene lugar. El arto 40.1 dei Convenio de 
Aplicación dispone que . . ,. 
(14) V. gr. si en el caso COncreto se da la doble incriminación, viniendo san-
cionado el hecho por los dos ordenamientos jurídicos. 
(15) Resulta extremadamente difícil detenninar cuál sena la autoridad judicial 
española competente para prestar el conSentimiento en la utilización de infonnaciones 
essritas de los sem.cios policiales e~pañoles como medio probatorio en un proceso ' 
penal en el extranjero. A falta de una norma expresa, cabría atribuir la competencia al 
Juez de InstnJ.cción del lugar donde el infonne policial se hubiese elaborado. 
-. 
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«Los agentes de una de las, Partea contratantes que, en el, marco 
de una investigación judicial, estén vigilando a una persona que' 
presuntamente haya participado en un hecho delictivo que pueda 
dar lugar a extradición estarán autorizados a proseguir tal vigilan-
cia en el territorio de otra Parte contratante cuando ésta haya auto-
rizado la vigilancia transfronterizaa raíz de una solicitud, de ,asis-
tencia judicial presentada ,previamente. En la autorización se, 
podián imponer. condiciones.' '" ' 
. Previa solicitud, lavigilancía se encomendará a los agentes de 
\ la Parte contratante en cuyo territorio se realicé. , 
, La soliCitud de asistencia judicial mencionada en el párrafo pri-
mero deberá djrigirse a una autoridad designada por cada una de 
las Partes contratanteS y competente para conceder o transmitir la 
autorización solicitada». ' 
Destaca en primer lugar que la medida de vigilancia transfronteri-
za se contempla dentro de un proceso penal abierto, dentro de una 
"investigación judicial" y se centra exclusivamente en la persona que 
hubiera participado' en un hecho delictivo, y sólo en ella; por tanto, se 
trata, en realidad de "asistencia judicial", o cooperación recabada por 
una autoridad judicial, de donde mal se puede entender su ubicación 
en el capítulo de la cooperación policial. l .. 
Así ,pues, a pesar, de los términos inequívocos del Convenio de 
Aplicación sobre este particular, parece haber primado el hecho de 
que' la vigilancia se realice materialmente por ágentes de policía, 
como así se establece en el Acu6'do de Adhesión de España (art. 2), 
encomendando la observación (tanto la que hubiera de realizarse en el 
extranjero como en España, previa solicitud de otro Estado) a los fun-
cionarios del Cuerpo Nacional de Policía y del Cuerpo de la. Guardia 
, Civil en el ejercicio de sus funciones de policía judicial, así como los 
funcionarios dependientes de la Administración de Aduanas. , '. 
Si 'la vigilancia transfronteriza, en situación de ,normalidad, se 
adopta dentro de un proceso penal, sin duda alguna deberá ser orde-
nada por la autoridad judicial que lo esté instruyendo, como res-
ponsable de la investigación de los hechos delictivos. Sin embargo, 
en el Convenio de Aplicación se designa para todos los Estados a una 
autoridad policial como la autoridad competente para conceder o, 
transmitir la autorización solicitada (en España, la Dirección 
General de la Policía, arto 2 del Acuerdo de Adhesión). Esto quiere 
decir que, partiendo de la base del previo mandamiento' judicial, 
tanto latransmisi6n al extranjero de la solicitt¡d como la autorización 
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para que la .medida se produzca en España compete a las autoridades 
policiales y no a"ouna autoridad judicial. . . . o 
. La solución adoptada en el Conveniotk Aplicación, que a primera 
VIsta ~a ca~sar sorpresa y generar suspicacias, parece sin embargo 
acertada, SI se tiene en cuenta que la medida se limita a permitir la entra-
da en-el território a agentes de policía de otro Estado (cuando no se 
encomiende la diligencia a los propios) para realizar una merav{gilan-
cia de un~ determinada persona en las vías o lugares públicos, de modo 
que los agentes no podrán entrar ni en los domicilios ni en los lugares 
no abiertos. al público, ni tampoco podrán "inlerrogar" (16) ni détener a 
.l~ ryrsona vigilada (art. 40.3.e) y t) del Convenio de Aplicación). De 
aqw que, dada la mayor agilidad de las autoridadés policiales y los pro-
~lemas que podría suscitar la creación dé un órgano judicial que centra-
lizara l~ 1ransmisione~ de autorización y las concesiones para ejecutar· 
la medida; no·se aprecIen problemas en la solución acordada. 
La. medi~ de observación fronteriza no se configura ~on límites ni 
es~acIales m temporales: puede realizarse en cualquier punto dél terri-
tono y durante el tiempo que se estime necesarjo, aunque deberá cesar 
tan pronto como lo solicite el Estado donde se esté efectuando o se 
cumpla el plazo que se hubiere señalado en la autorización(art. 40.1, 
s~~ndo. párrafo y 40.2, último párrafo). La medida se agota ~ón la 
. VIgIlanCia, con .la obtención de datos o informaciones sobre las. activi-
dades del vigilado en. el extranjero, que se podrán aportar como prue-
b~. documental y testIfical en el proceso penal, pero no puede por sí 
. I!;"sma des~mbocar en ninguna otra ~tuación. Ello significa que si las 
. CIrCUnstancIas que ~e produzcan aconsejan intervenir respecto del vigi-
lado" v. gr. procedIendo a su detención, será preciso obtener previa-
mente una solicitud de détención provisional (art.16 del Convenio 
Europeo de Extradición) o una descripción en el SIS (art. 64 del Con-
venio de Aplicación), salvo que hubiera cometido algún hecho delicti-
vo en el país donde se encuentre, qu,e permita detenerlo allí: . 
. Así como la asistencia policüllen el arto 39 'del Convenio de 
Apl~c~ción no venía liniitada en funciqn de los hechos investigados, 
la VIgIlancia transfronteriza sólo puede llevarse a cabo en el marco de 
un proceso penal. por delito que pueda' dar lugar a extradición (cas-
. tigado con :pena privativa de libertad de un año por lo menos, arto 2 
del Convemó Europeo de Extradición). 
. (16) Sobre el término "interrogar", traducción del francés "interpeller", cfr., 
mfra,. en la parte donde se esrudia la persecución "en caliente". 
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Sin embargo," cuando por razones particularmente urgentes no 
pueda obt~nerse la previa autorización, se poclfá proseguir la vigilan-
cia "en caliente" dentro del territorio de otro Estado, siempre que se 
comunique de forma inmediatá el cruce de la frontera y se transmita 
sin demora la solicitud de ~sistencia judicial, exponiendo lo.s motivos 
que justificaron la entrada sin previa autorización. En tal caso debe 
cesar desde luego a instancia del requerido o .si la autorización no se 
concede en las cinco horas siguientes al cruce de la frontera (art. 40.2 
del Conv.enio de Aplicaeión) (17). . 
La continuaeiónde la ,vigilancia s610 está permitida en las investi-
gaciones de una Serie de delitos muy gravés, como asesinato, homici-
dio,. violadón, incendio provocado, falsificación de moneda,. robo y 
encubrimiento con ánimo qelucro oreceptación, extorsión, secuestro 
y toma de rehénes. tráfico de seres humaríos, tráfico ilícito de estupe-
facientes y sustancias psicotrópieas, infracciones ,dé las disposiciones 
legales en materia dé armas y explosivos, destrucción con explosivos 
o transporte ilícito dé residuos tóxicos y nocivos (art. 40.7 del 
Convenio de Aplicación); esta previsión representa para el agente un 
criterio más simple y, por tanto, más seguro que analizar si los hechos 
que se inv~stigan son sancionados en los dos Estados con más de un 
año de privación de libertad. . 
Sea como fuere, para la vigil~cia transfronteriza se deben cum-
plir un~ serie de condiciones, garantías de los Estados "visitados",' 
tales como' el sometimiento al Derecho del Estado donde se realiza; 
la obediencia a las órdenes de 'las autoridades locales (de todo tipo, 
cada una en el ejercicio de sus competencias); la permanente identi-
ficación y justificación de la autorización; la prohibición de utilizar el 
arma de servicio" (aunque se puede impedir la. entrada con arma), 
salvo en caso de legítima defensa; la prohibición de entrada en los 
domicilios y en los lugares que no estén abiertos al público; la prohi-
bición de interrogar o de detener a la persona vigilada; la presentación 
de un informe a: las autoridades donde se ha realizado la vigilancia, 
así como la debida colaboración con ellas en la investigación que 
resulte de la operación en que participaron (art. 40.3 del Conve.nio de 
Aplicación) . 
(17) Estas circunstancias sirvieron de base al Conseil constitutionnel francés 
(decisión 91-294, de 25 julio 1991) para rechazar la demandade inconstitucionalidad 
del Convenio de Aplicación, al considerar que esta medida no implica transferencia 
de soberanía ya "que tiene que cesar en ambos casos. 
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VI LA PERSECUCION "ENCAI..mNrE't_ 
. LaUamada persecuci.ón "en caliente" (hot pursuit) representa otrá 
forma de cooperació~ pasiva, en virtud de 'la cual un' Estado tolera 
, que dentro de su territorio se desarrollen actividades de. seguimiento 
de una person~,. darle ~c~ce)'próceder. asu .retenció~ por parte de , 
, agentes extranjeros, dirigIdas a la represIón penal que haya de apli-
j carse'fuera de sus fronteras. El arto 41 del Convenio de Aplicación 
. dispone que ' 
. «Ifs a~entes de \lIla de las Partes Contratantes que, en su país, 
estén sIguIendo a una persona hallada en flagrante delito de cOlIlÍ-
sión de una de las infracciones mencionadas en el ap~do 4, o de 
la participación en una de dichas infracciones estarán autorizados 
a proseguir la persecución sin autorización previa en el territorio de 
otra Part;eContratante cuando . las autoridades competentes' de la 
otra. Parte CQn~'tante" d~bido a la 'especial urgenda, ·no ·hayan 
podlcloser advertidas preVIamente de la entrada en el territorio por 
uno de los medios de comunicación mencionados en el arto 44 o 
cuan~o dichas a~toridades no hayan podido personarse e~ el lugar 
con tIempo sufiCIente para reanudar la persecución. 
Se ~plicarán las mismaS normas cuando la persona perseguida 
se hubIese evadido lIlÍentras estaba bajo detención provisional' o 
. cumpliendo una pena privativa de libertad»; .. 
Aun éuando parece una medida espectacular, un supuesto de atri-
bución de. facultades exorbitantes en favor de agentes extranjeros, la 
persecución "en caliente", tal como está diseñada en 'el Convenio de 
Aplicación y las limitaciones de todo orden que en art: 41 se estable-
. cen,. es un .tí~do intento de no perder eficacia en la persecución de 
hechos delictivos graves o muy. graves por la desaparición de los con-
troles en. las fronteras interiores; una médida que en realidad tiende a 
compensar las deficiencias que por este' hecho van a surgir en la 
represión penal (18): '. ' 
. (18) , Estoapar~~ claro si se piensa que las únicas fronteras que resultan afec-
tadas por Schengen son las terrestJ;es yes sólo por ellas por l~ que se permite la per-
secución "en caliente" (art 41.5.b] del Convenio de Aplicación). También resultan 
afectada~ las fronteras aéreas o el ingreso por vía aérea en el teITÍtorio de otro Estado' 
~ro el ingreso efectivo se hace a través del aeropuerto,qiJe se halla desde luego e~ 
tierra. 
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En primer lugar: destaca respecto de esta medida que sólo proce-
de cuando se continúe la persecución de una persona hallada en deli-
to flagrante, es decir, el que se estaba cometiendo o se acababa de 
cometer cuando el delincuente o delineuentes fueran sorprendidos y 
siempre que no se hubieran puesto fuera del alcance de sus persegui-
dores (en expresión del antiguo arto 779 LECrim, desaparecido en la 
reforma de la LO 7/1988, Y del actual art.398 de la LO 2/1989, de 
13 de abril, Procesal Militar). , . 
POr consiguiente,· se ~ trata de una actuación estrictamente policial 
pero preordenada o dirigida a un proceso penal que habrá de iniciarse 
normalmente en el país donde ~l delito se c~níetió, en donde se sor-
prendió al delincuente y se inició la persecución a este proceso. habrá 
que incorporar necesariamente el oportuno atestado con las inciden-
cias que se hubi'eren producido. En razón de lo dicho, .tienen enco· 
mendada la ejecución de la' medida agentes de policía, del Cuerpo 
Nacional de Policía y del Cuerpo de la Guardia Civil,en el ejercicio 
. de sus funciones de policía judicial, además de funcionarios de adua-
nas para determinados delitos (art. 3 del Acuerdo de' Adhesión de 
España). . 
En segundo lugar, ha de tratarse de delitos graves ó m~y graves. El 
Convenio de Aplicación (3rt. 41.4) brinda a los Estados dos posibili-
dades a este propósito: o bien se admite 'la persecución por toda 
infracción que pueda dar lugar a extradición (delit9s castigados con 
pena privativa de libertad de un año por lo menos, según el arto 2 del 
, Convenio Europeo de Extradición), o bien por hechos que constituyan 
delito de los que aparecen .enunciados en un listado (asesinato, homi-' 
cidio, violación, incendió provocado, falsificación de moneda, robo y 
encubrimiento cdn ánimo de lucro o receptación, extorsiÓn, secuestro 
y toma de rehénes, tráfico' de seres humanos, tráfico ilícito de estupe-
facientes y Sustancias p~icotrópicas, infracciones' de las disposiciones 
legales en materia de arIJlas y explosivos, destrucción con explosivos, 
transporte ilícito de residuos tóxicos y nocivos; es decir, los mismos 
previstos para la vigilancia transfronteriza urgente, a los que se añade 
el delito de fuga a raíz de un accidente con resUltado de muerte o heri-
das graves). Esta última opción ha sido la acogida por España en sen-
das Declaraciones Unilaterales respecto de las fronteras comunes con 
Francia y Portugal en el momento del Acuerdo de. Adhesión. 
. En tercer lug~, se infiere del texto 'la necesidad de una previa 
autorización del Estado donde los delinc,:!entes y perseguidores se 
adentran; sin' embargo, a diferencia de lo previsto en la vigilancia u 
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observac~n ~sfrQÍlteriza,. nad.a-se concreta respecto de las aut~ri­
dades· compétentes para conceder la' autorización.· . 
Cabría integrar el supuesto con. dos interpretaciones diferentes: en 
prinier ténnino, se puede considerar quey dada. la na.turaleza de la medi-
da.la~ autoridades que dében .conceder la autorización serían los man-
do~ policia1e~ más próxinios al punto en que se cruza la frontera, lo que 
deja la cuestión en una absoluta indefinición, teniendo en cuenta que 
tanto el Cuerpo Nacional de Policía, como la Guardia Civil o la 
Administración de Aduanas tienenestrudura y funcionarios en las 
zonas fronterizas (19). En segundo término puede sostenerse que, por 
analogía con la medida de vigilancia del· arto 40, la autorización a que 
al~de el arto 4 ~.1 del Convenit;J de Aplicación se ha de conceder por las 
nnsmas autondades definidas para aquélla; en España, hl Dirección 
General de la Policía, lo que proporciona mayor precisión,· unidad de 
criterio en la concesión y conociiniento centralizado en los responsa~ 
bIes políticos de la utilización de la persecuCión "en caliente". 
. De todos modos, consciente de'que el supuesto de hecho de la medi-
da no consentiría recabarla en la mayoría de los casos, el Convenio de 
Aplicación dispone que podrá proseguirse la persecución sin la autori-
. zación previa cuando no· se haya podido advertir con antelación a las 
. autori~des o· cuando· éstas no se hubieran podido personar en el lugar 
fron!enzo por donde penetre el delincuente perseguido. En t~es casos, 
amas tardar en el momento en que se cruCe la fr.QJltera se habrá de .rec~ a las autoridades competentes del Estado donde c6ntinúe la per-
secuClO? (art .. 41.1). Éstasno tienen porqué ser las autoridades centra-
les, hablda cuenta de la diferente situación; la urgencia o inmediatez de 
'la entrada en el territorio del otro Estado, así como, . sobre todas las 
cosas, porque no habla el Convenio de Aplicaciól'J de "autorizar", sino 
d~ "recurrir al!; por tanto, debería comunicarse a. las unidades policiales 
de los ~erpos a que se refiere el. Acuerdo de Adhesión de España, que 
estén sltuadas en las cercanías de lá frontera (20). 
(19) Se podría incluso introducir un nuevo elemento de confusión, y sostener 
que las autoridades que pue~en autorizar la persecución "en caliente" serían las auto-
'ridades locales, máxime cuando en' el País Vasco y en Cataluña la seguridad de las 
personas y bienes se encoinienda a C~erpos de Policía propios. . 
.. (~O) No obs~te, tarn.bién es legítimo sostener que la autoridad á quien hay que 
~glfsees la autondad central (~n España, la Dirección General de la Policía). La com-
plicación de texto así lo permite, puesto que etart. 41.2.b) se refiere a los "agentes" del 
Estado donde tiene lugar la persecución a los que :'deberii infonnarse sin demora". 
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Por otra parte, y a diferencia de la vigilancia transfronteriza, que 
no conoce límites espaciales o temporales para su ejecución (sin pe~­
juicio de que haya de cesar a instancia del Estado que la autoriza, lo 
que también ocurre en la medida que ahora se analiza), la persecución 
"en caliente" puede tener que sujetarse a Unos límites muy estrictos en 
el espacio y en el tiempo. El Convenio de Aplicación permite a los. 
Estados, mediante declaraciones unilaterales -que naturalmente se 
han formulado equiválentes para 16s limítrofes-, .optar bien por no 
establecer límites de "espacio ni de tiempo, bien por establecer una 
zona o'un período de tiempo desde el cruce de hl frontera para reali- . 
zar la persecución (art. 41.3). Bélgica, por un lado, y Alemania, 
Francia, Holanda y Luxemburgo, por otro, no fijaron limitaciones ni 
de espacio ni de tiempo; Alemania y Luxemburgo lo establecieron; 
Francia también lo .fijó tanto con Italia (aunque no está en vigor el 
Convenio de Aplicación eh esa frontera) como con España, y vice-
versa: 10 kilómetros, sin límite temporal; España con res~cto a Por-
. tugal ha limitado la persecución a una zona de 50 kilómetros o bien 
en un máximo de dos horas. 
En otro orden de ideas, es preciso referirse a las condiciones en 
'que la medida puede realizarse; porque la petsecúción de un delin-
cuente in fraganti, que estaba cometiendo o acababa de cometer un 
delito, se justifica naturalmente para conseguir su detención. Como 
no pudo lograrse en el país donde el delito se cometió porque el 
delincuente ha logrado pasar al territorio de otro Estado ya que en la 
línea fronteriza han desaparecido los Gontroles que hubieran podido 
impedirle la huida,· se instituye la persecución tr¡msfronteriza. La 
cUestión a resolver en este momento es qasta dónde llegan las facul-
tades de los agentes perseguidores y cuáles son sus deberes una vez 
han penetrado en otro país. . . 
El ~rt. 41. 5 del Convenio de Aplicación impone a los agentes que 
intervienen el sometimiento al Derecho del Estado donde se realiza 
y la obediencia a las órdenes de las autoridades local~s (de todo tipo, 
cada una en el ejercicio de sus competencias); la fácil identificación, 
en la per~oná del agente o en el vehículo que se utilice; la prohibi-
ción de utilizar el arma de servicio, salvo en caso de legítima defen-
sa, o !a prohibición de entrada en los domicilios y en los lugares que 
no estén abiertos al público, que son garántías comunes con la vigi-
lancia transfronteriza. Además se ordena la· presentación de los 
agentes perseguidores aJas autoridades locales para dar cuenta de su 
misión y deberán permanecer a disposición de las mismas hasta que 
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"MK~aren'las cir~~~;finalmente; el Estado en donde ,se, inició. 
~;ia'Persecuci~~~.~Q!;iigado aprestar ayuda en las investigaciones 
.que~p~~ jbrlrSe en el otro Estado. como. consecuencia de esta 
'~a ellas, el arto 41.5'.b) p~eviene que la persecución se efec-
·tuará· únicamente por las fronteras terréstres; tal previsión eX'fluye, 
por tanto, Jasfronteras marítimas, que entonces han de reputarse en 
o todo c~ fronteras exteriores. Tal" vez deba plantearse a este propó-
s!toel problema de las fronteras fluviales que, a mi juicio, sólopue-
~n merecer el tratamient() de fronteras terrestres, y po~ ejecutar-
se la medida de persecución cuando se penetrara a través de un río en· 
el territorio de 'otro Estado Schengen. . o • 
Sobre las garantías- de la actuación de los agentes extranjeros es 
preciso todavía analizar qué actividades pueden éstos realizar con la 
persona del perseguido. La cuestión, resulta extraordinariamente con-
fusa en el Convenio ~ Aplicación, tanto por la redacción misma y la 
inteligencia de los apartados 2y 5.t) del arto 41, como por la traduc-
ción al castellano. En efecto, según el arto 41.2 
~<lapersecución se realizará con arreglo a una de las sigÚientes-
modalidades ... : 
a) Los agentes que realicen la persecución no tendrán derecho 
a interrogar. 
b) Si no. se, fonnulara ninguna solicitud de it:errupción de la 
persecución y las autoridades locales competentes no pudieran 
intervenir con la rapidez suficiente, los agentes que realicen la per-
secución podrán retener a la-persona perseguida hasta que los 
agentes de la Parte contratante en cuyo t<frritorio tenga lugar la per-
secución, a los que deberá informarse sin demora, puedan determi-
nar su identidad o proceder a su detención». .' 
Esta norma resulta de muy difícil in!erpretación. pues mezcla dos 
cuestiones totalmente diversas: contrapone la prohibición de interro-
gar (a) con la facultad de retener al perseguido hasta que los agentes 
de) país determinen su identidad o procedan a su detención (b); tam-
bién esta última disyuntiva encierra una falacia, puesto que no son 
actividades contrarias sino complementarias (normalmente previa la 
primera á la segunda) las de determinar la identida,d del retenido y 
proceder a su detención. . . . . 
De todas formas, la "modalidad" por la que España ha optado es la 
priinera: los agentes que realicen la persecución no tendrán derecho a 
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interrogar, según las dos Declaraciones UIÜl~terales respecto de 
Franci~ yc;le PortugaL _.,.. - o'.·"· ..' 
. Llegados a este punto parece oportuno aclarar qué puede significar' 
exactamente que los agentes "no tendrán derecho.a interrogar" del arto 
41.2. a)del Convenio dé Aplicación; "interrogar" es la versión caste-
llana del término francés "interpeller", que significa exactamente 
"dirigir la palabra a algUien bruscamente' para preguntarle alguna 
"cosa", pero además existe otra acepción que se adecúa mejor con la 
medida de que trata el Convenio de Aplicación: "preglJlltar a un sos-
.pechoso sobre su identidad" (21). En.cUalquier caso lareferida'actua-·· 
ción 'policial parte de haber dado alcance. al perseguido y haberle cap: 
turado, inmovilizándolo, lo que se correspondería entonces en nuestro 
ordenamiento con una suerte de detención preliminar, o de diligencia 
de identificación, habida cuenta que el término francés "détention" , 
alude normalmente a una privación de libertad más prolongada que la 
aludida con las expresiones '~interpellation" o. "garde a vuelto 
De cualquier manera, en el art.· 4l.2 se apunta' el contenido nega-
tivo de las facultades de los agentes (no pueden "interrogar", o "rete-
ner para requerir la identificación"), pero será preciso determinar de 
forma positiva qué pueden hacer una vez hayan dado alcance al per-
seguido. A este propósito el arto 41.5.t) dispone que 
«Con el fin de ser conducida ante las autoridades locales com-
petentes, la persona perseguida sólo podrá ser sometida a un regis-
tro de seguridad, una vez aprehendida como se establece en la let:r:a 
b) del apartado 2; podrán utilizarse esposas dúrante su traslado; se 
podrán requisar los objetos que estén en posesión de la persona 
perse~ida». 
.. Igualmente difícil es la comprensión de este arto 41.5.t) pues ·cuan-
do alude a conducir al perseguido ante las autoridades locales previo 
un registro de seguridad (incjso priJnero) dice referir esta actuación de 
los ~gentes extranjeros exclusivámente a las persecuciones realizadas 
de acuerdo con el arto 41.2.b),10 que es de todó punto contradictorio, 
puesto que ~se precepto no autoriza el traslado a ninguna parte, sino 
la ret~nción, es decir, el mantenimiento del perseguido en el lugar en 
(21) Cfr. el diccionario Le Robert pour tous; París, 1994. La habilitación para 
los·controle.s de identidad fue derogada por la modificación del Code de procédure 
pénale francés operada por la Ley 93-1013, de 24 ~ agosto de 1993. 
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donde se le dé alcance. Como quiera que la opción española ha sido 
la prohibición de int~rrogatorio, no parece. que se pueda practicar un 
r~glsiro de seguridad, cosa que evidentemente genera un riesgo poco 
explicable para los captores. _ '-
. Por otra parte, con esta confusión 4el inciso primero, se. suscita la 
du<Ja razonable de si las otras dos facultades (utilización de esposas 
durante: el traslado del perseguido, con lo que presupone que se 
puede trasladar al perseguido, y requisa de objetos) vieneÍlreferidas 
sólo a la persecución "con retención", o. también se aplican a la 
modalidad de persecución ~Icon prohibición de interrogatorio". 
Así las cosas, todo el problema radlcaríaen determinar si con esta 
qltima modalidad.de persecución se debe esperar in situ la llegada de 
los agentes locales' o se puede proceder al traslado a las dependencias 
policiales más próximas del Estado donde se ha aprehendido al fuga';: 
do. A la vista de lo que disponep los preceptos antes transcritos pare-
ce posible defender que los agentes perseguidores podrán capturar al 
. fugado· y trasladarle, incluso esposado, para entregarlo a los agentes 
del Estado donde ha sido detenido. 
·Este es el final de la actuación de los agentes extranjeros perSegui-
dores en la medida de persecución "en caliente"; pero lograda la captu-
ra del delincuente in fraganti será preciso saber qué destino le depara el 
. Convenio de Aplicación. Desde luego no se ha producido transferencia 
alguna-de soberanía, de modo que los captores pudieran llevarseconsi-
go al persegui<,!Q; éste debe sér entregado a las autoridades locales, quie-: 
nes procederán a reseñar su identidad· y,. lógicamente, a su detención 
Dicha detención (de "retención" habla el párrafo primero del artA1.6), 
que se produce por hechos conietidos en el extranjero, permitirá el inte-
/ rrogatorio del detenido. El Convenio de Aplicación establece sin embar-
go una duración muy corta de esta detención: seis horas, sin contar las 
que median entre las doce de la noche y las nueve de la mañana; pasa-
do ese ti~mpo el detenido habrá de ser puesto en libertad slllvo -que se 
reciba previamente una solicitud de detención provisional a efectos de 
extradición (art. 16 de Convenio Europeo de Extradición) (22). . 
(22) Otro problema sería que el detenido fuera nacional del Estado a donde ha 
.¡(uido yen donde se le captura, porque'en este caso no cabe la extradición, al tratarse 
de extradición de nacionales (art. 6 Convenio Europeo de Extradición), y haber for-
mulado reservas a este precepto tantó España, como Francia y Portugal. Así pues, la 
detención se sustentaría en delitos cometidos en el extranjero, que sólo serían puni-
bles, pennitíendo la detención, en los supuestos previstos en el arto 23 de la LOPJ. 
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. En tal caso, se inicia un procedimiento de eXtradición acordado a 
las disposiciones del Convenio Europeo:de Extradición y a)as espe-
cíficas del Convenio de Aplicación. Cuando la detenéión se produz-
ca en España, los cuerpos policiaiesque hubieran recibido al det~ni- . 
do deberán ponerlo a disposición del Juzgado Central de Instrúcción 
de guardia en el plazo máximo de veinticuatro horas (art.8.2 Ley de 
extradición pasiva). . . 
VII. LAS ENTREGAS VIGILADAS 
Una tercera medida de invesÚgación de hechos delictivos se con-
tiene en el arto 73 del Convenio de Aplicación: las entregas ;vigiladas 
para la represión del tráfico ilícito de drogas tóxicas, estupefacientes 
o sustancias psicotrópicas. El precepto dispone que 
. «1. ·De conformidad con su· Constitución y sU ordenamiento 
. jurídico nacional, las Partes contratantes se comprometen a tomar 
medidas que permitan las entregas vigiladas en el tráfico ilícito. de 
estupefacientes. y sustancias psicotrópicas. 
.2. La decisión de recurrir a entregas vigiladas se adoptar~ en 
. capa caso concreto basándose en una autorización previa de la 
Parte contratante de que se trate. 
3. Cada parte contratante conservará la dirección y el control 
de las actuadonesen su territorio y estará autorizada a iritervenir». , , 
En el Derecho español las eiltregas vigiladas de droga fueron 
'. reguladas en la LECr por medio de un nuevo arto 263 bis, introduci-
do por la LO 8/1992, de 23 de diciembre, de acuerdo con lo previsto 
.en el Convenio de Viena de 1988 sobre tráfico de drogas. En dicho 
precepto se define la figura, disponiéndose que "se entenderá por cir-
culación o entrega vigilada la técnica consistente en permitir que~ 
remesas ilícitas o sospechosas de drogas ( ... ), o sustancias por las que 
se hayan sustituído ( ... ), circulenpo.r territorio españolo s.algan o 
entren de él sin interferencia obstativa de la autoridad () sus agentes 
y bajo su vigilancia, con el fin de descubrir o identificar a las perso-
nas involucradas en la comisión de algún delito relativo a dichas dro-
gas o sustancias/o de prestar .auxilio a autoridades extranjeras con 
esos mismos fines" (art. 263 bis.2). .' 
En las entregas vigiladas no existen restricciones o limitac~ones 
por razón del lugar de entrada al territorio de otro Estado, o de paso 
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por el tDismo, de' donde' tanto puede pr~ucirse por fronteras terres-. 
treS' o fluviales, marítimas.o a~reas. ' 
Para la . entregavi'gilad~ en el ámbito Schengen, en operaciones 
que normalmente se montaÍl por y desde el punto de destino de las 
drógas, se exige la previa autorización del Estado dé donde papen, 
del Estado al 'que deben entrar desde el extranjero y, eventualmente, 
de·.aquél por don.de ~ben circular las drogas tóxicas, los estupefa-, 
" cientes o ¡as sus4tncias psicotrópicas. ".. 
En España tal 'autorización puede otorgarla tanto el Juez de 
Instrucción competente, como el Ministerio Fiscal, ,así como los 
Jefes de las Unida,4es Orgánicas de Policía Judicial ysus mandos 
superiores; Cuando -se pretenda obtener la, autorización del juez com-
petente habrá que tener en cuenta las dificultades que tal determina-
ción entraña, pudiendo o'ptarse, según los casOs, por el juez del lugar 
por donde las drogas entran; el del lugar de destino, si estuviera en 
territorio español, así cOmo el Juez Central de Instrucción de guardia 
cuando se trate de grupos organizados y. el tráfico de drogas produz-
ca efectos en el territorio de varias Audiencias (art. 6S.d) LOPJ). 
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